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			INTRODUCCIÓN

			El libro que el lector tiene en sus manos, es un manual de la asignatura Derecho y Minorías que se imparte en la UNED para la obtención del Grado en Trabajo Social, en tanto disciplina propia del grado, se configura como asignatura de carácter optativo que se imparte en el segundo cuatrimestre. Se trata por tanto, de una asignatura que pretende aportar al alumno los conocimientos teóricos y prácticos que precisa para conocer en profundidad la dimensión social y jurídica de las minorías, de primordial importancia en una sociedad democrática y que complementa la formación que el campo del trabajo social precisa.

			Se adapta concretamente al programa oficial de la disciplina y constituye un intento de abordar una serie de manifestaciones propias de los grupos religiosos principalmente, desde una perspectiva actual.

			Los autores, todos ellos profesores del Departamento de Derecho eclesiástico del Estado de la UNED, pretenden dar un enfoque moderno y actual al análisis de esta temática.

			En Derecho y minorías se abordarán una serie de manifestaciones propias de los grupos religiosos: se analizará cuál es la regulación de los lugares de culto, dado que en los Acuerdos celebrados con el Estado español se garantiza su protección; se estudiará una de las especialidades propias de las confesiones hebrea e islámica, que es la protección de las marcas que sirven para distinguir los productos alimentarios elaborados de acuerdo con sus respectivas leyes; se estudiará la asistencia religiosa pactada con las confesiones, así como la regulación tanto del descanso laboral como las festividades religiosas de estas confesiones y el matrimonio. Un breve repaso histórico de la institución del matrimonio, nos lleva a plantearnos la necesidad de establecer los procedimientos mediante los cuales se relacionan la regulación matrimonial definida por el Estado, con las fórmulas matrimoniales de carácter religioso. La posición del Estado acerca de este fenómeno y la regulación del conjunto de cuestiones que plantea es lo que se llama sistema matrimonial, al que nos referimos, señalando sus distintos tipos y el vigente en España, sin olvidar el análisis de los ritos matrimoniales que el Derecho reconoce, y, finalmente, la reagrupación familiar. No hay que olvidar que Europa, como continente y, sobre todo, la Unión Europea, como organización internacional, se enfrentan a una serie de problemas comunes como la cohesión social, la inmigración, el pluralismo religioso y moral, etcétera, ante los cuales necesita apoyarse, entre otros, en el sistema educativo para crear una conciencia cívica democrática que colabore en la prevención de posibles conflictos en el seno de sus sociedades. La asignatura concluye con el estudio de uno de los temas de mayor repercusión en la resolución de conflictos de los últimos años: la mediación.

			Los diferentes capítulos son responsabilidad de cada autor, según la siguiente distribución:

			Bloque I. Delimitación conceptual, fundamentos de los derechos de las minorías, protección jurídica internacional, protección jurídica en el ámbito nacional, en definitiva el estatuto jurídico de las minorías en nuestro ordenamiento.

			Tema 1. Delimitación conceptual. Prof.ª Dra. M.ª José Ciáurriz Labiano.

			Tema 2. Fundamentos de los Derechos de las Minorías. Prof. Dr. Salvador Pérez Álvarez.

			Tema 3. Estatuto Jurídico de las Minorías. Prof. Dr. Daniel Pelayo Olmedo.

			Bloque II. Proyección de las minorías en distintos campos del ámbito jurídico. Reconocimiento de los derechos de las minorías: sistema educativo, derecho de familia y otras manifestaciones, especial referencia a las minorías religiosas.

			Tema 4. Reconocimiento de los derechos de las Minorías (I). Sistema educativo. Prof.ª Dra. Almudena Rodríguez Moya.

			Tema 5. Reconocimiento de los Derechos de las Minorías (II). Derecho de familia. Prof.ª Dra. M.ª Teresa Regueiro García.

			Tema 6. Especial referencia a las Minorías en el ámbito religiosos. Prof. Dr. Gustavo Suárez Pertierra.

			Tema 7. Especial referencia a las Minorías en el ámbito religioso. Otras manifestaciones. Prof.ª Amelia Ariza Robles.

			Bloque III. Cometido de la asistencia social en la integración de las minorías, medidas que hacen efectiva el reconocimiento y gestión de los problemas de los grupos sociales.

			Tema 8. Cometido de la asistencia social en la integración de las Minorías. Prof.ª Dra. Esther Souto Galván.

			Los autores

			UNED. Madrid. Febrero de 2014

		

	


	
		
			Tema 1

			Derecho y minorías.
Delimitación conceptual

			1. Planteamiento general.

			2. Antecedentes históricos.

			3. Concepto y clases de minorías.

		

		




			1. PLANTEAMIENTO GENERAL


			No resulta fácil llevar a cabo una delimitación conceptual del tema de las minorías, toda vez que dista de existir un acuerdo en la doctrina sobre lo que podría ser una definición de las mismas, una coincidencia sobre un concepto si no universal al menos muy ampliamente aceptado de lo que pudiera entenderse bajo este término. Definir a las minorías se ha llegado a calificar como una misión imposible y, al par, hasta contraproducente si de verdad se desea establecer una protección eficaz de las tan varias y complejas realidades que pueden clasificarse bajo aquella denominación (Betrián).

			Una de las razones que justifican esta ausencia de unanimidad, más aún, esta incapacidad para definir las minorías, radica en la complejidad de la realidad social que ha venido históricamente, y viene en la actualidad, a englobarse en el marco de aquel concepto. La relación es ciertamente extensa: minorías religiosas, lingüísticas, étnicas, de condición social, de género, culturales, regionales, políticas… Y ha de señalarse, al acercarse al fenómeno minoritario, que se puede pertenecer a una minoría, bien por razones de la naturaleza —un grupo racial al que no cabe dejar de pertenecer—, bien por una situación ocasional pero de la que resulte difícil separarse —la condición social—, bien por una decisión personal que se es libre para modificar —la adscripción a una confesión religiosa—. Y no hay duda de que se trata de géneros fácilmente divisibles en subgéneros, los cuáles comportarán además la exigencia de tratamientos jurídicos diferentes según tipos y circunstancias. Las clasificaciones posibles son, por tanto, casi inagotables: entre las razones que impiden un consenso general acerca del concepto de minoría señalan los autores la necesidad de que exista una proporción numérica entre la minoría o las minorías y la población total; la necesidad de que el grupo minoritario no baje de un tamaño mínimo, por debajo del cual ya no cabría hablar de grupo sino de personas individuales; la interacción entre los criterios objetivos y los subjetivos a tomar en cuenta; así como la inclusión en aquellos grupos, o la exclusión, de extranjeros; y a todo ello hay quien solicita que se añada la exigencia de una formulación técnico-jurídica del conjunto de condiciones a exigir para que determinados grupos sociales puedan ser reputados como minorías; y a ello se suma aún el papel del regionalismo, la integración en diversas naciones de sectores regionales, arraigados desde mucho tiempo y tradicionales allí, pero poseedores de notas diferenciadoras que se puede pretender que les constituyen en «minorías» técnicamente dichas (Lerner).

			Hay que añadir a todo ello que, a la hora de llevar a cabo un estudio sobre el tema de las minorías, no resulta de menor transcendencia el factor histórico. La sensibilidad social y política hacia las minorías ha sufrido evidentes y notorias variaciones a lo largo de los siglos. Veremos seguidamente, en una breve presentación histórica del tema, hasta qué punto es distinto el tratamiento jurídico dado hoy a las minorías del que recibieron en los siglos precedentes al nuestro. Más aún, hasta qué extremo han ido entrando en juego diversos modelos de minorías que para nada fueron tomados en consideración en otras épocas o momentos del pasado. Y no sólo en la historia, sino que también hoy distan de ser unívocas las fórmulas de atención a las minorías en los diversos ordenamientos.

			Un ejemplo que hace patente el diferente modo de acercarse al hecho minoritario —y ello incluso sin apartarse de una seria atención a la protección del fenómeno— puede tomarse de la presentación en paralelo del art. 2 del Tratado de la Unión Europea y del art. 14 de la vigente Constitución española. Aquel dice así:

			«La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de personas pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre hombres y mujeres».

			Por su parte, el mencionado art. 14 está redactado así:

			«Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquiera otra condición o circunstancia personal o social».

			Es obvio que ambos textos se proponen el mismo objetivo, pero lo plantean de dos formas diferentes. El primero da por supuesta la existencia de minorías, y lo que detalla son los valores protegidos. El segundo da por sentados los valores, y lo que detalla son los tipos de minorías. Y de cada uno de ellos cabe extraer conclusiones válidas para nuestro estudio. De hecho, pudieran fundirse ambos en un texto único, que sería el primero de ellos, si al incluir la referencia a las «personas pertenecientes a minorías» dijese «a minorías étnicas, naturales, religiosas, culturales, políticas…». Del uno y el otro pueden sacarse estas referencias:

			a) los valores que los ordenamientos jurídicos internacional y nacional han de proteger: la dignidad humana, la libertad, la democracia, la igualdad, el Estado de Derecho y los derechos humanos, todos los cuáles o son patrimonio de toda persona —dignidad, libertad, igualdad, derechos humanos—, o han de ser característica de todo Estado —democracia, Estado de Derecho, respeto a los derechos humanos—;

			b) los motivos por los que las personas se agrupan en minorías de diferente origen, es decir, las clases de minorías del art. 14 de la Constitución española;

			c) las notas que caracterizan a la sociedad actual: el pluralismo —que procede precisamente de la existencia de minorías—; la no discriminación —que es la forma en que han de ser tratadas las minorías—; la tolerancia —que supone una actitud del Estado frente a todas las formas minoritarias y de todas las mayorías hacia todas las minorías y de todas las minorías hacia todas las mayorías y entre sí—; la justicia —que es el objetivo a alcanzar en el trato de las minorías—; la solidaridad —que es el principio que debe inspirar la relación entre todos los miembros de todos los grupos sociales—; y la igualdad entre hombres y mujeres —que en razón de la naturaleza es propia de la especie humana, pero que, olvidada con mucha frecuencia durante siglos, golpea hoy de modo singular la sensibilidad social—.

			Y todo ello teniendo en cuenta la idea de que la libertad religiosa es «la primera libertad» —resulta «muy frecuente en la doctrina comenzar el tratamiento de la libertad religiosa con la referencia a esta frase de A. C. Jemolo» (Suárez Pertierra)—; y que por lo que hace a la igualdad —la de todos ante la ley, puesto que es un derecho que se da la mano con el de libertad—, conviene dejar sentado desde un principio que «igualdad y minorías son conceptos obviamente relacionados…; por tanto, discutir sobre la igualdad equivale a discutir sobre mayorías y minorías…», y «la tarea de regulación jurídica implica siempre un ejercicio de distinción, de diseño de un círculo especial de destinatarios, que serán una mayoría o una minoría ‘artificial’ o jurídica» (Prieto Sanchis). Es un dato que no puede olvidarse al clasificar los modelos de minorías.

			Cuáles de los citados modelos de agrupaciones minoritarias son los presentes en cada país, cuáles de estos valores están en cada país más necesitados de protección, cuáles de estos tipos de sociedad y Estado caracterizan a cada nación, son los factores que delimitan hoy el concepto concreto de minoría, y el tratamiento a dar a las mismas, en todas y cada una de las regiones del globo. Y de ahí nace la dificultad —arriba señalada— en la que se mueve la doctrina para definir un concepto único de minoría. Para buscar éste, en la medida de lo posible, convendrá partir de una definición lo bastante genérica para resultar adaptable a todos los casos, acomodándola luego en la medida necesaria a las circunstancias determinadas por el tiempo y el lugar.

			Así, puede decirse —con una definición lo más genérica posible, para intentar comprender en ella a todos y cada uno de los modelos— que por minoría se ha de entender un grupo de personas que residen con carácter permanente en el territorio de un Estado, grupo que es numéricamente inferior y no dominante en relación con el resto de la población, y cuyas características son diferentes a las de la mayoría o a las del resto de la población (Contreras). Una definición que coincide notoriamente con la recogida por otro autor (Lerner), pero a la que éste añade algunos elementos: minoría será todo grupo numéricamente inferior al resto de la población de un Estado, que se halla en una posición no dominante, cuyos miembros poseen unas características étnicas, religiosas o lingüísticas diferentes a las del resto de la población y que, aunque sea implícitamente, poseen o conservan un sentido de solidaridad que tiende a la preservación de su cultura, tradiciones, religión o lenguaje. Y es de notar que ya aquí aparecen señalados los que han de ser —como veremos— los tres sectores fundamentales de la clasificación de las minorías: el étnico, el religioso y el lingüístico.

			Y son esas características señaladas aquí las que se pretende mantener, conservar o promocionar, según los casos y en función de los dos elementos arriba mencionados: el modelo de minorías de que se trate y el de Estado en el que encuentran acogida; debiendo insistirse en que en un mismo Estado pueden coexistir muy diferentes grupos sociales minoritarios, y en que según las actitudes propias del elemento social mayoritario habrá cada Estado de atender en especial a unos u otros aspectos de la protección de las minorías.

			Tenido todo lo cual en cuenta, un estudio que aspire a ser completo y global del fenómeno de las minorías habrá de partir a) de su concepto y b) de su evolución histórica y de su lugar en la actualidad; habrá de analizar c) cuáles son sus derechos y d) precisar los fundamentos en los que los mismos se apoyan; será entonces necesario estudiar e) las fórmulas de protección de tales derechos, tanto en el ámbito internacional como en los ámbitos nacionales; y convendrá luego especificar diversos ámbitos de singular importancia de tal protección de los derechos de las minorías, tales —entre otros— como f) el ámbito educativo, g) el de la familia, h) el religioso, i) y el de la asistencia social en la integración de las minorías. Tales son los puntos que van a ser desarrollados en los sucesivos temas que integran el presente volumen; explicar brevemente el por qué de los mismos, o justificar su presencia en una obra sobre las minorías, es algo de todo punto necesario para poder partir del concepto y determinar su contenido.

			El punto a), del que nos ocupamos en este primer tema en cuanto que nos sirve de planteamiento general de la materia a tratar, se justifica por sí solo, ya que, como ha quedado establecido, la notable variedad de los modelos minoritarios nos exige determinar en el nivel más concreto posible un concepto que posea una validez general; al par, se hace preciso reducir los muy diversos tipos de minorías a una clasificación esencial: los modelos más frecuentes y que, en toda la medida de lo posible, abarquen la totalidad del fenómeno.

			El punto b) viene exigido por la necesidad de una comprensión de la realidad actual entendida como el punto hoy presente de una evolución en el pasado, sin la que podría parecer que el fenómeno social de las minorías ha surgido ahora por primera vez, o incluso que en la realidad de hoy se solidifica el hecho minoritario, sin tener en cuenta que nos encontramos en un estadio llamado por sí mismo a continuar su evolución hacia formas futuras que no estamos en grado de prever; el análisis histórico, en todo caso, podría ser objeto de todo un volumen o serie de volúmenes, pero en este primer tema no tendrá que pasar de una referencia somera, bastante para situar al hecho de hoy en la situación temporal de la que resulta ser un producto.

			El punto c), establecido todo lo anterior en este primer tema, deberá pasar del concepto de minoría a exponer los derechos de las mismas; si tiene interés haber determinado qué entendemos por minorías y cuáles de entre los diversos modelos resultan ser los tipificados como ejemplares por la doctrina, es para precisar qué protección se les debe prestar a fin de salvaguardar la justicia social; y para determinar los tipos de protección hay que precisar primeramente cuáles son los derechos a proteger.

			Y de la efectiva protección de tales derechos se ocuparán los puntos d) y e), aquél en el ámbito internacional y éste en el nacional, puesto que en ambos campos se manifiestan las realidades sociales minoritarias; y es de interés señalar que así ha sido siempre, ya que el fenómeno minoritario no es de hoy, aunque hoy se le preste una atención nueva: las minorías, en especial las religiosas, han existido siempre y en todas partes, y desde el Imperio Romano en adelante los grupos religiosos minoritarios fueron perseguidos, tolerados, aceptados, regulados, de muy diferentes modos, en un devenir histórico al que haremos luego una breve referencia; pero, en todo caso, la exposición de la normativa que hoy protege a las minorías en los ámbitos internacional y nacional —en nuestro caso con especial referencia a España— resulta un capítulo imprescindible de la materia que nos ocupa.

			Los que hemos señalado como puntos f), g), h) e i) no son sino otras tantas manifestaciones, concreciones, o ámbitos de protección específica de los derechos de las minorías; por supuesto, no agotan ni pueden agotar la temática. Debe tenerse en cuenta que a la gran variedad de modelos minoritarios —de los que arriba hemos enunciado varios, y varios recoge el art. 14 de la Constitución española— se une una gran diversidad en su distribución territorial; no todos los países albergan los mismos tipos de minorías, y en muchos de ellos no existen diferencias étnicas, o lingüísticas…, que son frecuentes en otros; y en muchos de ellos la presencia de las minorías da lugar a problemas que no se producen en otros. Resultaría extremadamente complejo hacer una presentación —ni aún concretada al caso español— de la totalidad de los posibles ámbitos en que la justicia requiere la expresa protección jurídica de cada uno de los derechos detectables, aceptables o cuestionables; la elección del campo educativo, familiar, religioso y asistencial ofrece una muestra, reducida a los espacios más significativos, de la situación jurídica de las minorías ante el ordenamiento español.

			2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS

			Convendrá, pues, seguidamente, y de acuerdo con este esquema, hacer una exposición histórica sustancial del tema de las minorías para ver cómo ha llegado el mismo hasta nosotros y qué entendemos hoy por grupos minoritarios, cómo clasificarlos y cómo reducirlos en lo posible a una unidad temática. Y ha de comenzarse por señalar que, hasta tiempos relativamente recientes, el único tipo de minoría social y jurídicamente relevante fueron las minorías religiosas. El Imperio Romano que, a través de su expansión difundida por gran parte de Europa, el norte de África y el Asia Menor —hasta tierras notoriamente alejadas del centro mediterráneo—, incorporó múltiples pueblos de razas, lenguas, culturas y religiones muy diferentes de las suyas, se mostró siempre abiertamente tolerante frente a todas estas diferencias, con la sola excepción de la persecución contra el naciente Cristianismo; pero también es cierto que esta realidad histórica no constituyó tanto un hecho de carácter religioso sino fundamentalmente político. La negativa de los cristianos a aceptar el culto al Emperador —culto que en realidad distaba de poseer un auténtico sentido espiritual, y se orientaba más bien a constituir una mezcla de la teocracia propia de la Edad Antigua con la necesidad de apoyar la unidad del Imperio en una sacralización del poder— constituyó la base de las persecuciones, más cruentas cuanto más necesitada estaba Roma de mantener una fuerza de unidad de su poder extendido sobre pueblos tan distantes y tan diferentes. La carta del emperador Trajano al gobernador de Bitinia Plinio el Joven, y los decretos de Diocleciano ordenando la última y mayor de las persecuciones —que son los más interesantes documentos en que se plasma la actitud del Imperio Romano frente a una minoría religiosa—, demuestran que no se perseguía tanto a una religión determinada por sus creencias, sino a un grupo considerado políticamente rebelde (Orlandis).

			En todo caso, estamos ante la primera minoría perseguida de forma jurídicamente regulada y documentalmente analizable; y, desde entonces, la historia irá mostrando sucesivos episodios relativos al trato social y jurídico de los grupos minoritarios. No vale la pena detenerse demasiado en los episodios del Medievo: los judíos en toda Europa, los cristianos en zonas aún paganas o en los territorios islámicos, los musulmanes en territorios cristianos, son los más señalados ejemplos de una intolerancia frente a las minorías que, como vemos, obedece prácticamente siempre a motivaciones religiosas.

			Y será a raíz de la Reforma luterana cuando el panorama cobre luces que ya han seguido mostrándose hasta tiempos muy cercanos a nosotros. Si la intolerancia medieval aludida proporcionó a Europa una notable unidad religiosa hasta los finales del siglo XV, el enfrentamiento entre la Iglesia romana y la reformada vino a introducir factores nuevos en aquella historia multisecular. Necesitado del apoyo de los Príncipes del Imperio para evitar que su movimiento fuese aplastado por la oposición del Emperador, Lutero mantuvo la tesis de que el supremo poder religioso correspondía en cada territorio al príncipe temporal del mismo. Incluso Enrique VIII de Inglaterra, personalmente nada simpatizante del luteranismo, adoptó esa tesis y separó a su reino de la obediencia al papado. La situación permanece, como es sabido, hasta hoy en la Inglaterra anglicana y en los países luteranos. Lo que contribuyó a consolidarla fueron sucesivamente la Paz de Augsburgo y la de Westfalia, que constituyen la base histórica del tratamiento de las minorías religiosas en la Europa de la Edad Moderna (Ciáurriz, 2012).

			En 1555, la Paz de Augsburgo resolverá el problema de las persecuciones religiosas contra las respectivas minorías católicas o protestante, mediante la consagración del principio cuius regio eius religio —los súbditos han de seguir la religión de su príncipe—. En virtud de ello, y puestos así de acuerdo los principados católicos y los protestantes que componían el Imperio, quedó sentada la norma de que todo principado sería religiosamente monocolor, debiendo emigrar a zonas de su propia fe los súbditos que no aceptasen la religión oficial. Se trataba de una paz interna del Imperio germánico, que consolidó a una u otra religión en cada territorio, pero que no evitó el enfrentamiento entre los principados que profesaban cada una de ellas (Souto). Un enfrentamiento que se concretó sobre todo en la Guerra de los Treinta Años, que tuvo lugar en la primera mitad del siglo XVII; fue la última gran guerra religiosa de Europa, en la que lucharon prácticamente todos los reinos europeos, apoyando unos a los católicos y otros a los protestantes, y no por motivos exclusivamente religiosos, sino también políticos: la lucha por la supremacía europea —que entonces quería decir universal— entre las Casas de Borbón (Francia) y de Habsburgo (España y el Imperio). Una guerra que concluyó en 1648 mediante la Paz de Westfalia, que extendió a toda Europa el principio de la Paz de Augsburgo y consagró la exclusión de las minorías religiosas en todos los países europeos (De La Hera-Soler). Las diferentes formas de inquisición, presentes en toda Europa, consolidaron el sistema de Westfalia, y solamente determinados episodios de tolerancia —hijos, más que de la conciencia general, de la personal actitud de algunos monarcas, como fue el caso del Edicto de Nantes de tolerancia hacia el protestantismo, dictado por Enrique IV una vez que se convirtió al catolicismo para poder ocupar el trono francés (Tüchle)— rompieron la idea general de la unidad religiosa de cada país como base y fundamento de la unidad política. «La Europa, en efecto, que ha llegado a la Segunda Guerra Mundial es, desde el punto de vista del reparto de la población según sus creencias religiosas, la que salió de la Paz de Westfalia» (De La Hera).

			No se dieron en todo ese tiempo otros tipos de fenómenos minoritarios realmente dignos de atención. La existencia de una lengua común, el latín, que hasta avanzada ya la Edad Moderna constituyó en buena medida el lenguaje de la alta cultura y aún de la alta política; la ausencia de migraciones provenientes de un mundo exterior al europeo; la relegación de los judíos a los guetos —barrios marginales existentes en muchas ciudades de Europa, donde los judíos podían llevar una vida propia normalmente respetada e incluso próspera—; la notoria ausencia de diferencias étnicas en cada país; la aceptación generalizada del contexto en que se desenvolvían lo que hoy llamaríamos clases sociales; la unicidad de las opiniones políticas; todo ello fueron otros tantos factores que nos permiten determinar que el problema de las minorías —tal como hoy lo tomamos en consideración— le fue de hecho desconocido a la Europa de la Edad Moderna, o cuando menos no constituyó durante la misma un problema que resultase digno de una notable atención jurídica y social. Y acabamos de referirnos a la Europa de la Edad Moderna, porque fuera de su ámbito, en la América de habla inglesa, sí que se planteó —por vez primera en términos que podemos empezar a considerar como «nuestros»— el tema de los derechos de las minorías.

			Aún no había surgido en el siglo XVII la doctrina de la Ilustración —propia del XVIII— que comienza a apuntar hacia los derechos humanos que se irán consolidando durante el siglo XIX. Pero muchos de los emigrantes que desde Inglaterra habían marchado al territorio de los futuros Estados Unidos lo habían hecho para escapar de la persecución o de la intolerancia anglicanas; y esta circunstancia reunió en las que serían las trece colonias atlánticas a personas de diversos credos religiosos, que hubieron en buena medida de convivir entre sí, y que trataron de hacerlo en paz. No apareció la menor sensibilidad hacia las minorías étnicas —visto cómo se operó más tarde la expansión estadounidense en territorios indios—, y la lengua común y única era el inglés; de nuevo nos encontramos con que las solas minorías tomables en consideración en la época son las religiosas. Pero no se podía hablar propiamente de minorías, puesto que no existía allí una mayoría; convivieron personas de diferentes credos cristianos, y nadie de ninguna otra religión. Y ello explica el sentido de la Declaración de Maryland de 1649, que establece la tolerancia y el respeto entre todas las confesiones; que por vez primera crea un sistema de libertad religiosa; que respeta a todas las minorías allí presentes; y que si castiga con extrema dureza —pena de muerte— un delito de carácter religioso —la negación de la divinidad de Jesucristo—, lo hace condenando no a una minoría social sino a personas individuales, y no por poseer otra religión sino por ateísmo, ya que fuera del cristianismo en sus variadas formas no existía ni se concebía allí ninguna otra religión (Navarro-Valls-Palomino).

			No es un fenómeno de respeto de la mayoría a las minorías, sino de respeto mutuo de las minorías creando un ordenamiento jurídico y social protector de la libertad. Una primera manifestación de reconocimiento de derechos fundamentales de la persona, que encontrarán luego una nueva manifestación en la normativa sobre los indios que se contiene en las españolas Leyes de Indias de 1680, que ya sí suponen un trato de garantía de derechos dictado para las minorías étnicas desde una estructura de poder. Y por ese camino se llegará, cerca ya del final del siglo XVIII, a la proclamación de derechos de la Declaración de Virginia de 1776, que abre el camino decididamente a la relación entre dos factores capitales de la actual convivencia social: la proclamación de los derechos de la persona y el respeto a las minorías (Ciáurriz, 2012). En Virginia, y por primera vez, «se afirma la libertad religiosa como derecho del hombre, aplicada según el principio de igualdad» (Mantecón), y se inicia así la recepción en la normativa jurídica contemporánea de dos principios inspiradores de todo ordenamiento jurídico, la libertad y la igualdad, a los que veremos seguidamente que el art. 1 de la Constitución española vigente unirá la justicia y el pluralismo, elementos que no pueden dejar de tenerse en cuenta cuando se estudia el fenómeno de las minorías.

			Con anterioridad o en momentos cercanos a Virginia se habían dado, dentro de un régimen político de confesionalidad religiosa, situaciones de aplicación de un régimen de tolerancia civil; tal fue el caso de los católicos en la Prusia protestante de Federico el Grande, o de los protestantes en el Austria católica de José II (Mantecón). Pero estas situaciones ocasionales, nacidas de la voluntad concreta de un determinado soberano, se verán superadas a partir de la Declaración de Derechos de Virginia por la nueva normativa que en Francia, en los propios Estados Unidos, y luego en todas partes, se irá abriendo camino a lo largo de los dos siglos subsiguientes.

			En los Estados Unidos, la Declaración de Virginia, que fue seguida de inmediato por la proclamación de la independencia y la creación de aquella nueva nación, abrió el paso al texto constitucional de 1787, cuya Primera Enmienda, de 1791, contiene el Bill of Rights, cuya primera cláusula —la establishment clause— proclama la aconfesionalidad del Estado mientras que la segunda —la free exercise clause— establece la libertad de cultos (Mantecón). Ambas normas suponen en principio una clara normativa reconocedora de los derechos de las minorías. Y decimos en principio porque parece que la idea de minoría exige contemporáneamente la de una mayoría, y religiosamente hablando en los Estados Unidos no existe una religión mayoritaria, por contraste con la cual puedan ser definidas de minorías las restantes. Pero aparte del hecho singular de aquel país —prejuzgado ya en la Declaración de Maryland—, la cláusula que prohíbe al Estado declarar oficial una religión está de hecho favoreciendo la libertad de todos los grupos religiosos que allí son minoritarios. Nos encontramos, en realidad, ante un ordenamiento protector de los derechos humanos fundamentales, establecido en fecha muy temprana, cuando aún el tema de tales derechos estaba comenzando a abrirse camino en el pensamiento y en los ordenamientos jurídicos.

			Contemporánea de la Declaración de Virginia y de la Constitución estadounidense es la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, dada a luz por la Revolución Francesa en 1789. Tampoco de su lectura se desprende de modo inmediato una protección propiamente dicha de las minorías; de nuevo, como en la Constitución de los Estados Unidos, son los derechos personales los que están declarados y tutelados. Se afirma así en su art. 1 que los hombres son libres e iguales en derechos; en el 2, que los derechos naturales e imprescriptibles son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión; y en el 10, que nadie debe ser inquietado por sus opiniones, incluso religiosas (Mantecón). Estamos, pues, en toda la documentación del finales del XVIII, ante declaraciones de derechos; es la piedra primera, sobre la que se apoyarán los derechos de las minorías cuando se produzca un doble fenómeno: el paso de la consideración de sólo los derechos individuales a también los colectivos, y la aparición de nuevos y hasta entonces desconocidos niveles del hecho social de las minorías.

			Hasta aquel momento, como ha quedado visto, de hecho no habían existido sino minorías de carácter religioso; para referirnos a minorías étnicas casi hay que limitarse a la presencia dispersa de los judíos, aparte el caso singular de la América española; y el resto de lo que luego serán las minorías sociales en el sentido de nuestros días no eran todavía entonces realidades suficientemente establecidas. De ahí que lo que debe subrayarse en aquel momento histórico sea, como lo venimos haciendo, la formulación de los derechos fundamentales: el ser humano es titular de unos derechos de los que no se le puede privar, y que a tenor de la doctrina primero ilustrada —XVIII— y luego liberal —XIX— se irán centrando en lo que hoy consideramos como «derechos fundamentales y libertades públicas», según titula la vigente Constitución española la Sección 1.ª de su Capítulo Segundo. Y los artículos sucesivos de tal Sección constitucional irán garantizando el derecho a la vida y a la integridad física y moral; la libertad ideológica, religiosa y de culto; la libertad y la seguridad; el honor, la intimidad personal y familiar y la propia imagen; la elección de residencia y la libertad de circulación; la expresión y difusión de los pensamientos con consecuencias de ello derivadas; la reunión pacífica y sin armas; el derecho de asociación; la participación en los asuntos públicos; la tutela por parte de jueces y tribunales; la educación; la sindicación; y el derecho de petición. Y si hemos enumerado estos derechos personales es porque constituirán la base del respeto a la persona por parte del poder político y de los demás ciudadanos, respeto que ha de extenderse a las minorías en las que las personas se agrupan o a las que pertenecen, y en cuyo seno habrán de gozar de tales derechos.

			Lo cual conduce al momento histórico en que comienzan a tener presencia decisiva en el contexto social los grupos minoritarios, y en el que las legislaciones emprenden la labor de cobrar constancia de ello y de dictar las normas que les reconocerán y protegerán en el disfrute y ejercicio de sus derechos. En efecto, será a partir del XVIII «cuando la preocupación por el respeto a la libertad religiosa y la proyección de las minorías […] empieza a tener un reflejo significativo» (Contreras). Al respecto se pueden señalar algunos —entre otros posibles— pasos singulares de la legislación, que podrían ir representando los frutos de la consolidación de un «pacto social en el que el hombre se reserva una serie de derechos y libertades» (Mantecón); tales pueden ser algunos como la evolución experimentada por la Ley de Separación francesa de 1905, que si bien dio entrada al principio de laicidad desde un inicial extremo laicismo —que podía lesionar derechos minoritarios—, ha sufrido una evolución en cuya virtud «se ha ido moderando y con ello aproximándose a un modelo neutral de tipo laico» (Contreras), como es laico y neutral el texto constitucional de los Estados Unidos antes citado. Y, siempre por poner algún otro ejemplo entre otros tantos que la doctrina recoge, cabe citar en Inglaterra la Jewish relief Act de 1858, que permitió el acceso de los judíos al Parlamento británico, cerrándose así un episodio de origen medieval tan significativo como el aislamiento de las minorías israelitas, que constituyeron lo que entendemos por «minorías» en tiempos en que ningunos otros grupos de tal naturaleza poseían una presencia social significativa.

			Pueden señalarse asimismo la serie de acuerdos, tratados y normas de muy diferente origen que en este ámbito van jalonando el siglo XIX, procediendo algunos incluso de centurias anteriores, y de los que la doctrina hace especial mención: Tratados del siglo XVII —que son ya consecuencia de la Paz de Westfalia—, como el de Oliva de 1660 —en que Suecia, Prusia y Polonia garantizan sus derechos a las minorías católicas de algunos territorios—, o el de Nimega de 1678 —por el que Holanda garantiza a Francia y España la libertad de determinadas minorías católicas—; Tratados del siglo XVIII, como el de Nystad de 1721 —entre Rusia y Suecia, para garantizar la libertad de las minorías de origen sueco en territorio ruso, un tratado que amén de la libertad religiosa garantiza también la conservación del estado civil y la posesión de escuelas propias—, o el de París de 1763 —entre Francia, España y Gran Bretaña, para garantizar la libertad religiosa en determinados territorios canadienses a favor de grupos católicos bajo dominio inglés—. Y, ya en el XIX, el Tratado de Viena de 1815, entre Austria y los Países Bajos, de modo que en Bélgica y Holanda, que quedan entonces unificadas, se garantizan los derechos de las minorías, y no solamente en el ámbito religioso sino también —y esto es interesante subrayarlo, porque prueba que se van abriendo las puertas a los derechos de las minorías en el tiempo subsiguiente— en lo que se refiere a la nacionalidad y la autonomía cultural; o el Tratado de París de 1856, entre Austria, Francia, Gran Bretaña, Prusia, Cerdeña y Turquía, para el respeto a las minorías cristianas en el territorio del imperio turco (Contreras).

			El momento clave en todo este proceso se deriva de la multiplicación del hecho migratorio a lo largo del siglo XX. Hasta esos momentos, hablar de minorías —como hemos visto— supone referirse ante todo y sobre todo a los fenómenos religiosos a partir de la Reforma; es decir, minorías religiosas, perseguidas o toleradas en virtud de la aplicación más o menos radical del principio cuius regio eius religio (De La Hera). Solamente a partir de los grandes movimientos migratorios que se suceden a lo largo del siglo XX entran decisivamente en juego de modo significativo esos otros modelos de minorías de carácter étnico, cultural, lingüístico, etc., a los que ya se ha aludido. Y a ello se deben añadir las minorías en cuanto que clases sociales, que empiezan a cobrar cuerpo desde la revolución industrial del XIX, pero que no responden tan exactamente como las demás al concepto jurídico de minoría, grupo frente a una mayoría al que es necesario proteger en sus características definitorias.

			Las dos Guerras Mundiales, en especial la Segunda, alteraron decisivamente la composición de las sociedades nacionales, en especial las occidentales. La prosperidad y el desarrollo económicos de unos concretos países atrajo a los mismos sumas cada vez mayores de personas procedentes de otras naciones, en cantidades tan notables que el fenómeno de las minorías ha llegado pronto a convertirse en una de las características capitales de nuestra época. Ciertamente tales emigrantes han ido constituyendo en sus países de destino lo que hoy conocemos fundamentalmente como minorías: proceden de una raza, una cultura, una religión y una lengua diferentes de las de la nación en la que encuentran acogida. Su asimilación no es fácil; se conocen fenómenos de rechazo tan claros como la no integración en las costumbres o en las escuelas o en los vestidos o en los ritos o en las creencias o en los cementerios…; sin que se pueda pretender que cada minoría religiosa posea en cada ciudad su cementerio propio, o cada grupo lingüístico su escuela o cada sistema alimenticio su red comercial, pero sin que tampoco se pueda pretender que abandonen todas esas notas que les caracterizan. Y debe notarse el predominio entre todas estas singularidades de las de carácter étnico: suele ser la pertenencia a una raza la que tantas veces se hace acompañar de una religión, una lengua o una cultura que son las predominantes en las zonas del planeta en que ciertos pueblos habitan desde muchos siglos atrás, y de las que proceden en gran medida los grupos migratorios.

			Salta a la vista que esta realidad, incrementada a lo largo de todo el siglo XX y de notoria presencia en el XXI, desborda los límites de los ordenamientos nacionales y ha exigido ante todo una legislación internacional. Ya no son los Estados singulares los que le imponen a la comunidad internacional sus leyes internas; son las federaciones de Estados las que buscan la elaboración y consagración de una legislación o normativa general, a la que los Estados en concreto deben acomodar sus normas, de modo que incluso sean los tribunales internacionales los que controlen la observancia de aquellas normas en el interior de cada Estado. No otro sentido posee —por citar un ejemplo— lo establecido en el art. 10.2 de la Constitución española:

			«Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España».

			Siendo así, parece procedente hacer una mención de las principales normas internacionales que señalan o imponen la protección de las minorías o, a efectos de claridad, marcar el iter seguido por la sociedad internacional en la regulación y protección de los derechos de los grupos minoritarios.

			Como es sabido, a la conclusión de la Primera Guerra Mundial fue establecida en Ginebra la llamada Sociedad de Naciones. Se estudió en tal contexto, al elaborar el Pacto de la misma, en 1919, la posibilidad de dictar una norma de alcance general sobre la libertad religiosa. La idea no prosperó, ya que no eran todos, ni mucho menos, los Estados integrantes de la nueva Sociedad internacional que habían hasta entonces tomado en consideración tal tema, lo cual no supone que no resultase ser una idea interesante (Lerner); solamente los que incluían ya en su atención jurídica a algunas minorías religiosas —por supuesto aún no a todas, ni el tema poseía aún dimensión universal—, podían considerarse dispuestos a moverse en la línea de la adopción internacional de una normativa al propósito. El hecho que entonces atrajo —y consiguió en fin abrirse camino— la atención de la comunidad de Naciones fue un hecho singularmente europeo: aún no las grandes migraciones que solamente surgirán más adelante, sino la desmembración de los grandes imperios multiseculares, el austríaco, el germánico, el ruso y el turco, la cual fue una consecuencia inmediata de la I Gran Guerra y que dio paso a la aparición de múltiples nuevas nacionalidades, caracterizadas precisamente por estar constituidas por grupos que habían sido minoritarios en las estructuras políticas anteriores.

			En todo caso, la Sociedad de Naciones, si bien no incluyó en su Pacto la protección de los grupos minoritarios, «decidió establecer un sistema de protección a las minorías garantizado éste sí por la propia Sociedad»; se trató de los cinco «tratados de las minorías» establecidos entre las potencias aliadas y los nuevos Estados surgidos de la contienda bélica, a los efectos de garantizar en éstos los derechos y las correspondientes libertades. Y en ese contexto se firmaron otros varios tratados que venían a cubrir tal temática en los territorios que experimentaban un cambio de soberanía y en los que buscaban reunir los méritos o las calificaciones necesarias para ingresar en aquel organismo internacional. La aplicación de toda esta serie de instrumentos protectores internacionales «supuso el establecimiento de un sistema de protección de las minorías cuyo contenido abarcaba a las minorías de raza, religión y lengua, y cuyo ámbito espacial se extendía, en línea recta y sin ruptura de continuidad, desde Finlandia (y en concreto desde las Islas Asland) hasta Irak, y cuya garantía última quedaba en manos de la Sociedad de Naciones» (Contreras).

			Es después de aquel proceso de paz, de los acontecimientos que le siguieron, de la quiebra del equilibrio internacional y de la Segunda Guerra Mundial, cuando se generalizan los dos procesos a los que se ha hecho arriba alusión: la multiplicación sin precedentes de los movimientos migratorios, y la elaboración de una normativa internacional procedente tanto de las Naciones Unidas como de la Unión Europea y de otras diversas entidades supranacionales. En tanto que ello ya no es historia, sino que se refiere a la actual protección que en el ámbito internacional se da a las minorías de todo tipo por la normativa y las declaraciones vigentes, estos puntos serán objeto de atención en el correspondiente tema de este volumen, el relativo a la protección internacional de los grupos minoritarios, del mismo modo que —como ya quedó indicado— también se expondrá la información correspondiente a la protección en el ámbito nacional español.

			En todo caso, valga para cerrar este epígrafe citar escuetamente dos hechos: que las Naciones Unidas, en su Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, fijaron los derechos de la persona pero sin incluir una norma específica sobre las minorías, y que es en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 donde figura ya un artículo, el 27, cuya redacción es la siguiente:

			«En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma».

			Una doctrina que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha recogido a partir del Convenio de Roma de 1950 (Martín-Retortillo) y de la subsiguiente normativa que desarrolla o fija aquellos derechos (Rodríguez Moya).

			Por supuesto, las Naciones Unidas, a través de múltiples y sucesivos organismos especializados en el tema, que se han ido creando y desarrollando a lo largo de muchos años, han dictado otras muchas resoluciones al respecto; otro tanto sucede —ya se ha indicado— con el resto de la normativa internacional, y son muy interesantes —y han merecido por ello la atención de la doctrina— diferentes decisiones de los tribunales y organismos internacionales para la solución de conflictos derivados del respeto y la protección de las minorías por parte de diferentes Estados.

			3. CONCEPTO Y CLASES DE MINORÍAS

			La referencia al art. 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que acaba de hacerse, nos presenta de modo específico tres modelos de minorías: califica a los grupos minoritarios, por poseer una vida cultural propia, por profesar y practicar una religión, y por emplear un determinado idioma. Aunque avalados por el alto nivel del texto en el que se insertan, ya sabemos que estos tres tipos no agotan todas las posibles realidades humanas que conocemos o calificamos bajo la denominación de minorías. Sobre esta base, la clasificación y división más habitual en la doctrina, por reducción de los diferentes tipos a los que se consideran los tres modelos capitales del género, es la de minorías étnicas, religiosas y lingüísticas. Y la existencia de las mismas, hoy repartidas por tantos y tantos países, suele denominarse como el fenómeno del pluri o del multiculturalismo.

			No es ocasión de entrar en la discusión doctrinal sobre la identidad o no entre los significados de cada uno de estos dos términos. En todo caso, nos referimos a ellos como al fenómeno que supone la coexistencia de varias culturas en un mismo espacio territorial o nacional, dándose lugar al hecho de la interculturalidad, entendiendo por tal el tipo de relación que se establece hoy entre diversas culturas, y que propugna el diálogo y el encuentro entre ellas, a partir del reconocimiento mutuo de sus respectivos valores y formas de vida. En todo caso, es patente que en este contexto la palabra clave ha sido la «cultura», justamente aquélla de la que derivan esos términos hoy tan en uso de multiculturalismo e interculturalidad. Pero no podemos reducir el significado del término, sino considerarlo tan amplio como para acoger precisamente el total de los datos vitales, de los valores, y en consecuencia de los derechos, de cada pueblo y de cada grupo social en los variados campos de la raza, la religión, las opiniones, las varias circunstancias personales o sociales a las que hacía referencia el art. 14 de la Constitución española. Es este sentido amplio de las diversas culturas el que define a las minorías, debiendo tenerse en cuenta que en los más recientes documentos internacionales se dudó entre el uso de las voces «comunidades», «grupos sociales», «pueblos», «grupos»; y que «la adopción final de la expresión minoría, tanto en el Pacto Internacional como en la Declaración [de 1966 y 1948 respectivamente], no resuelve, sin embargo, el problema conceptual, puesto que no se define en ninguno de los textos el significado de minoría» (Souto).

			Al inicio de estas páginas se intentó ofrecer una muy genérica definición de minoría, que sirviese al menos para conocer el objeto del estudio; se puede, con los datos ya hasta aquí recogidos, si no exactamente definir, sí precisar algo más, o completar al menos en lo más sustancial, el concepto. Así pues, todo aquello que, en un desarrollo de la idea de minoría dejábamos recogido más atrás, se concreta en la formulación doctrinal según la cual, «podemos destacar como características comunes a la mayoría de ellas [las minorías] las siguientes:

			1. minoría numérica de ciudadanos dentro de un Estado;

			2. que no tienen una posición dominante;

			3. que poseen características étnicas, religiosas o lingüísticas diferentes de la mayoría de la población;

			4. que les une un sentido de solidaridad dirigido a preservar su cultura, tradiciones, religión o lenguaje» (Souto).

			El uso de la disyuntiva «o», en lugar de la copulativa «y», en el punto 3) viene a revelarnos que estamos ante tres tipos diferentes de minorías —las étnicas, las religiosas y las lingüísticas— que suponen los tres tipos de minorías sustanciales; no cabe exigir que toda minoría lo sea a la vez de raza, lengua y religión propias, sino que basta una de las tres características para constituir uno de los tres modelos de minorías, si bien en un solo grupo minoritario concreto es obvio que pueden concurrir una, dos o las tres características que han quedado mencionadas como criterios de clasificación y como modelos fundamentales de presencia social, bajo una normativa internacional y nacional que ha de combatir toda discriminación e intolerancia (Ciáurriz, 2013).

			Así, «el concepto de minoría religiosa [y lo mismo puede decirse de cualquier otro modelo] vendría a confundirse con el de grupo religioso utilizado en la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones [1981]» (Souto). Y debe tenerse en cuenta que el objetivo a proponerse y obtener mediante la no discriminación se ha de orientar de forma que no se trata de mantener a cada minoría aislada en el seno de la sociedad mayoritaria, a fin de que disfruten en paz de sus características propias, sino que se ha de tender a que se incorporen al Estado o país en el que hayan entrado a radicarse, y ello sin perder sus notas tradicionales y sus modalidades culturales, e incluso su «libre desenvolvimiento social y sus plurales estructuras organizativas» (Motilla).

			Y al tratar de fijar esta modalidad legítima y deseable de inserción de la minoría en la sociedad de la que ha entrado a formar parte, una vez más nos encontramos con que cada tipo de peculiaridad es diferente de los demás: ha de procurarse que la minoría inmigrante conozca y pueda usar pronto la lengua de su nuevo país sin que ello suponga perder la suya; no tiene por qué adoptar en cambio la religión mayoritaria; sin perder sus propias costumbres es de desear que conozca y pueda adaptarse a las costumbres y modos de vida del lugar donde en adelante ha de convivir... Sin olvidar que en toda sociedad ha de existir, y establecerse, un mínimo ético, ya que si es cierto que no cabe imponer las propias convicciones a los demás, no es menos cierto que tampoco cabe una sociedad en la que no existan reglas y en las que cada persona pudiese comportarse «con arreglo a su leal saber y entender», circunstancia en la que «¿sería necesario el derecho?» (Ollero).

			Los tres modelos que citamos son aquéllos que toda la doctrina considera la base para definir las características y modalidades propias de las minorías. Es cierto que «la mera diferencia racial o religiosa no da lugar a una minoría mientras el grupo humano correspondiente no entra en relación y, más concretamente, en conflicto con otro grupo mayoritario; mayoritario, no tanto en el sentido cuantitativo, sino en el sentido de dominante desde una perspectiva económica, cultural o política» (Prieto Sanchis). 

			Y si pretendemos, como toca al carácter de este libro, prestar una especial atención al caso de las minorías religiosas, deberá señalarse ante todo que esos conflictos son tanto más frecuentes cuanto en mayor necesidad se vea la correspondiente minoría de subrayar y defender sus creencias y sus tradiciones, en posible conflicto con normas, costumbres, modos sociales, que afectan no sólo a las convicciones íntimas sino a las manifestaciones externas de las mismas, desde —por poner algún ejemplo— el uso del velo islámico, a las manifestaciones públicas del culto o al horario laboral o a los tratamientos médicos, temas todos ellos que no cabe tratar desde «una aproximación meramente teórica desligada del dato normativo» (Rodríguez Blanco), ya que la imparcialidad del Estado ante tales temas, «siendo una exigencia del pluralismo ideológico», «requiere una posición activa del Estado dirigida justamente al aseguramiento del pluralismo como espacio necesario para ejercer las libertades» (Suárez Pertierra).

			Las diferencias étnicas, lingüísticas o religiosas presentan, cada una de ellas, determinadas notas que las singularizan. Se pertenece y para siempre a una raza; se posee una lengua madre o nacional que el individuo puede, si lo desea, no utilizar, pero que está a su disposición —por decirlo así— durante toda su vida sin necesidad de tomar medida alguna. Y, habiendo nacido y sino educada cada persona en el seno de una familia y de una comunidad social que pueden seguir una cierta fe religiosa, en cuanto tal persona posea el uso de razón estará en condiciones de cambiar de credo, sin que sea posible insertarse cada día en uno u otro u otro —como sí que en cambio se puede recurrir a la lengua que se quiera—, puesto que la adscripción a unas creencias religiosas, si va a conllevar la pertenencia a una entidad o confesión y en consecuencia a una minoría, es algo que requiere atenerse a unos requisitos legales, o cuando menos formales, en donde la voluntad del individuo no es el único factor a tener en cuenta.

			La adscripción a un credo religioso, pues, si ha de poseer una dimensión social, supone el ejercicio en un determinado sentido de la libertad religiosa del individuo. Éste es el derecho fundamental en este campo, el de libertad religiosa; éste es el derecho que ha de protegerse por parte del poder público y de respetarse por parte de todos los grupos sociales. La utilización de tal derecho por cada persona en particular, para pertenecer a una minoría religiosa —permaneciendo en la que le es originaria o pasando a otra o a ninguna—, no se agota en la protección estatal a su personal libertad de fe, sino que también reclama la protección del derecho de la minoría de que se trate; son los derechos que el art. 2 de la actual Ley Orgánica de Libertad Religiosa española establece en sus dos parágrafos: en el 1 se regula el derecho de toda persona a…, y en el 2 se comprende el derecho de las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas…; unos textos obviamente redactados como desarrollo del art. 16.1 constitucional, que establece una clara distinción entre los sujetos individuales y colectivos de la libertad religiosa (Suárez Pertierra).

			Otro dato a tener en cuenta es el de la superior objetividad del concepto de raza o de lengua en relación con el concepto de fe religiosa. Cuando el Estado se dispone a prestar protección, reconociendo sus derechos, a una minoría étnica, no le toca a aquel determinar su existencia. Puede protegerla o no, reconocer sus derechos o no, pero su existencia real, material, no es determinable por ninguna voluntad del poder. Y lo mismo sucede con la minoría lingüística. En ambos casos la raza y la lengua son hechos que el Estado no puede definir ni negar, aunque pueda no protegerlos, e incluso perseguirlos. Pero para que ambas actitudes puedan adoptarse, es necesario que el hecho exista por sí mismo, como realmente sucede. En cambio, depende de la voluntad del Estado, si no el hecho de que un grupo de personas constituyan una confesión religiosa, sí el hecho de que se acepte en el ordenamiento que eso es así. Los Estados marcan los criterios mediante los cuales una asociación puede definirse, ante el ordenamiento civil, como Confesión religiosa. En España —y el caso puede servir de ejemplo— el art. 5 de la vigente Ley de Libertad Religiosa sentó durante mucho tiempo la facultad estatal de determinar si una agrupación concreta tendría en España o no la consideración de confesión religiosa; una sentencia del Tribunal Constitucional de 2001 limitó sustancialmente tal derecho del poder público, creándose una situación un tanto confusa que no es del caso detallar aquí (Motilla); pero puede decirse que las confesiones religiosas —que existen por sí mismas— podrán en cambio actuar como tales en el marco oficial de la vida pública de cada país en la medida en que están reconocidas, lo cual incide decisivamente sobre el lugar que obtienen en los ordenamientos jurídicos las minorías de carácter religioso (Rodríguez Blanco). Lo cual es evidentemente un tema sumamente delicado, ya que tampoco puede sentarse el principio de la arbitrariedad del Estado a la hora de determinar y aplicar los criterios de aceptación o no del reconocimiento jurídico de las diferentes confesiones (Ollero).

			Bastará una última observación antes de dejar paso a los temas concretos de que se ocupan los capítulos subsiguientes. En relación con las minorías religiosas, son de tomar en cuenta dos factores, su existencia y su coexistencia. El primero —la existencia— es un hecho, que como hemos visto puede incluso depender —al menos en el plano jurídico— de que se las reconozca jurídicamente como tal; lo justo sería decir, como acabamos de apuntar, que la existencia es una realidad que se impone por sí misma. El segundo factor —la coexistencia— es en cambio un objetivo que hay que conseguir. Y conseguirlo depende de las propias minorías, así como de las mayorías, y de la normativa estatal. Ello entraña el respeto de cada minoría incluso al proselitismo realizado por las demás, a cuyos efectos han de cumplirse unos muy serios objetivos de ecuanimidad y justicia que están definidos por la doctrina (Ciáurriz, 2001) y que ciertamente exigen un amplio margen de voluntad de convivencia, puesto que «forma parte de la libertad religiosa la acción de propagación de las ideas o de las propias organizaciones religiosas» (Martín-Retortillo); entraña esa misma exigencia en relación con el trato dado por la mayoría a las minorías; y asimismo entraña el deber del Estado de no interferir en la vida interna de las entidades, y de tratarlas sobre la base de lo que ya sabemos que deben constituir los valores inspiradores de todo ordenamiento jurídico: la libertad, la igualdad, la justicia y el pluralismo. Y ello toda vez que de la apreciación jurídica positiva del hecho religioso se desprenden necesariamente consecuencias sociológicas —«de ‘normalización’ de fenómenos nuevos» (Palomino)— que no pueden dejarse de tomar en cuenta.
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